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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
OCTUBRE 2016



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de SETIEMBRE DEL 2016. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.

ÍNDICE

· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes

· Fallos recientes

· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos votados

· Actualización de Constitución Política anotada

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	REQUISITOS PARA EL EJERCICIO DE LA QUIROPRÁCTICA


Expediente:16-011258-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1º del Decreto Ejecutivo No. 34420-S de 26 de febrero de 2008, publicado en La Gaceta No. 66 de 4 de abril de 2008, que reforma los incisos a) y b) del artículo 15 del Reglamento a la Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Quiropráctica.  Se afirma que la norma cuestionada, antes de su reforma, en el inciso a), permitía el ejercicio de la quiropráctica, sin cumplir los requisitos establecidos en el reglamento, a todo estudiante que estuviese cursando la carrera de quiropráctica, y durante su internado y su práctica profesional, o bien, que estuviese en trámite de cumplimiento de requisitos para la certificación de competencia en el área clínica, siempre y cuando laboren bajo la supervisión constante de un quiropráctico debidamente incorporado al Colegio. Alega que, tras la reforma mencionada, se restringió, de modo arbitrario, este derecho de los estudiantes, en detrimento de los derechos protegidos en los artículos 33 y 78 de la Constitución Política. De este modo, en la actualidad es prohibido el ejercicio de la quiropráctica, por estudiantes que cursan la carrera y durante su internado o práctica profesional dentro del país. Resolución de las 8:48 horas del 20 de setiembre del 2016.

	NUEVA METODOLOGÍA PARA LAS FIJACIONES TARIFARIAS ORDINARIAS Y EXTRAORDINARIAS DE LOS COMBUSTIBLES

Expediente:16-011878-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra LA RESOLUCIÓN NÚMERO RJD-230-2015 DE LAS 15:10 HRS. DE 15 DE OCTUBRE DE 2015, DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS (ARESEP).  La norma se impugna por estimarla contraria a los intereses económicos de los consumidores, al derecho del empresario a obtener un lucro razonable y a no salir del mercado por razones ajenas a su voluntad, protegidos por los artículos 37 y 46 de la Constitución Política, así como al principio de razonabilidad constitucional. Explica que, mediante la resolución impugnada, la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP), aprobó la nueva metodología para las fijaciones tarifarias ordinarias y extraordinarias de los combustibles. Acota que, en el modelo anterior, se distribuían los costos fijos de operación de la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. (RECOPE), así como de depreciación, planilla, costos asociados a trasiego y almacenamiento entre los combustibles, manteniendo una relación con el precio internacional, es decir, según los ingresos que le genera a RECOPE, cada combustible. Detalla que, la nueva metodología, al hacer una acumulación de costos que corresponden a cada combustible, pero sumar una asignación de una serie de costos fijos de RECOPE por litro de combustible, sin ninguna consideración del tipo – producto o subproducto – o valor – precio – del insumo que se trate, distorsiona, totalmente, el precio de combustibles, como el gas licuado de petróleo y búnker, alejándolo del precio internacional. Enfatiza que se distorsiona el mercado, al rebajar mínimamente la gasolina y el diesel, y aumentar de manera exorbitante los precios del LP Gas, el búnker y el asfalto. Destaca que, en el caso del LP Gas, se ha subido la inversión en capacidad de almacenamiento, lo cual agrava la situación. Señala que, la aplicación del nuevo modelo rebajaría en un 2% el precio actual de la gasolina y el diesel, en tanto subiría en un 72,16% el precio del LP Gas, en 35,2 % el del búnker y en 15,64 % el del asfalto. Sostiene que, el búnker y el gas son subproductos, por lo cual en una refinería tienen un precio diferente al de los productos principales que se obtienen en el proceso de refinación. Desde su punto de vista, no puede aplicarse la asignación de costos igual entre los productos principales y los subproductos o sobrantes del proceso. Resolución de las 15:00 horas del 16 de setiembre del 2016.



	DAÑOS AMBIENTALES QUE PUEDEN GENERAR OBRAS VIALES

Expediente:16-012068-0007-CO
Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 11 del Decreto Ejecutivo No. 39838-MINAE de 27 de junio de 2016, publicado en el Alcance No. 140 al Diario Oficial La Gaceta No. 153 de 10 de agosto de 2016 y el artículo 7º, incisos l) y m) del Decreto Ejecutivo No. 38863-MINAE de 11 de noviembre de 2014, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 66 de 07 de abril de 2015.  Las normas se impugnan en cuanto autorizan la intervención controlada, por parte del Estado y demás entes públicos con competencia en infraestructura pública, sobre ecosistemas de humedal, en razón de la reparación, mantenimiento, construcción o ampliación de infraestructura pública estatal, previamente declarados de conveniencia nacional, aunque se trate de humedales situados en zonas protegidas, y en el patrimonio natural del Estado. Por otra parte, se permite la tala de árboles previa declaratoria de conveniencia nacional, aunque se trate de sitios que constituyen patrimonio natural del Estado. Resolución de las 14:24 horas del 20 de setiembre del 2016.


 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Fallos recientes



	COLEGIOS PROFESIONALES
	DESTITUCIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL COLEGIO DE ABOGADOS


Expediente:16-011093-0007-CO
Sentencia:013620-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López


Recurso de amparo a favor de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, nombrada el 05 de diciembre de 2015, contra la Junta Directiva Ad-Hoc del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. La sentencia 013620-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, analiza el caso de un grupo de personas que alegan ostentar nombramientos válidos para conformar la Junta Directiva del Colegio de Abogados y, solicitan la intervención de la Sala frente a las actuaciones de otro grupo de personas que constituyeron una Junta Directiva ad hoc la asumió sus funciones y los separó de hecho de sus cargos. En este caso, resulta evidente que desde la perspectiva del texto y finalidad del artículo 57 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, nos encontramos ante una situación de poder de hecho, por cuanto -según lo que se denuncia- los recurridos han actuado de facto para impedir, con éxito, que los amparados realicen las funciones propias de su cargo como miembros de la Junta Directiva del Colegio de Abogados- cargo para el que fueron electos-, siendo que, en este caso concreto, los remedios jurisdiccionales resultarían probablemente insuficientes pero seguramente, tardíos para poner remedio efectivo a la infracción. Sobre el principio democrático, recogido en artículo 1 de la Constitución Política, este Tribunal ha sostenido, que tiene una triple connotación constitucional: a) en primer lugar, como característica esencial de nuestro modelo de Estado, es decir de un Estado Social y Democrático de Derecho, b) en segundo lugar, y muy relevante para este caso, el principio democrático opera como fuente y guía de interpretación, en tanto se constituye en la fuente y norte del régimen jurídico, al permear todo el ordenamiento y sus formas jurídicas, de modo que se impone como principio rector en la organización política del Estado y las restantes las formas de organización colectiva (como sucede con la integración de los órganos colegiados de los entes corporativos, tanto de las municipalidades, como los colegios profesionales y corporaciones de producción); y c) como verdadero derecho, y tal condición, justiciable ante instancias administrativas y jurisdiccionales (véase sentencia número 2006-009197). Sobre el principio de interdicción de la arbitrariedad, ha sido la razón de ser para el desarrollo del concepto de “rule of law” o Estado de Derecho, al grado que como lo muestra la historia, para algunos pueblos ha sido más relevante y apreciada la erradicación de la arbitrariedad, que la participación en los asuntos estatales a través de los mecanismos de la democracia. Se trata particularmente de la auto-sujeción de los entes estatales a los límites formales y materiales que han sido impuestos por ellos mismos, de manera que se garantice a las personas sujetas al poder estatal, que su ejercicio será limitado previsible y controlado a través de mecanismos capaces de brindar protección eficaz. En el caso concreto, en criterio de la mayoría del Tribunal, la actuación de un grupo de agremiados y particularmente de la “Junta Directiva ad hoc” ha desatendido tanto el principio democrático como el de interdicción de la arbitrariedad en claro perjuicio de quienes legítimamente ostentaban tales cargos, sin que -por otra parte- se encuentre una mínima base jurídica que sustente lo actuado por dicha “Junta Directiva ad hoc”. Después de analizar los elementos probatorios aportados, este Tribunal verifica en efecto que ha existido una violación a los principios señalados lo cual genera una violación a los derechos fundamentales de los miembros de la Junta Directivas del Colegio de Abogados y Abogadas electos el 05 de diciembre de 2015. Para la Sala no puede ser más clara y reprochable la lesión constitucional: tanto al principio democrático al despojarse de sus cargos a los miembros de la Junta Directiva electa por los agremiados, mediante actos espurios y abiertamente inidóneos, como del principio de interdicción de la arbitrariedad, al avasallar todo el marco normativo que regula estos temas y realizar lo que no cabe sino tildar como un mero acto de fuerza, un mero arbitrio, carente de cualquier sustento jurídico, por más que se le haya intentado fundar en una supuesta voluntad de la Asamblea general. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la elección de la Junta Directiva Ad-Hoc del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica del 18 de agosto de 2016 y se restituye a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, electa el 05 de diciembre de 2015, para el período correspondiente de dos años, periodo para el que fueron electos, lo anterior en pleno goce de sus derechos. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano el recurso.



	CONTRATOS O LICITCIONES
	CONCESIÓN PARA EXPLOTACIÓN DE MATERIALES DE UNA CANTERA EN EL PROYECTO “TAJO ROCA PEJE”


Expediente:16-003686-0007-CO
Sentencia:013574-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal


Recurso de amparo contra el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE), la Municipalidad de Matina, la Asociación Administradora del Acueducto (ASADA) de Río Peje, el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA), la Secretaría Técnica Nacional (SETENA), y el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG). La sentencia 013574-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, analiza la violación al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, en virtud de la concesión para explotación de materiales de una cantera a favor de la empresa Estructuradora de Negocios S.A., sin establecer, una tasa máxima diaria de extracción de material, lo que puede poner en riesgo, el recurso hídrico pues en la finca sobre la cual se otorgó la concesión, hay presencia de cuerpos superficiales de agua, entre otros aspectos que se acusan, concretamente, en el proyecto “Tajo Roca Peje”. Finalmente, analizada la prueba aportada, se acoge el amparo solo para efectos indemnizatorios en razón de la corrección del error detectado en cuanto al volumen de extracción por día, lo que se dio estando en curso el amparo. Se declara parcialmente con lugar el recurso solo en cuanto a la tasa de extracción diaria. En lo demás se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso en todos sus extremos.



	EDUCACION
	SE ORDENA AL CONSERVATORIO CASTELLA PRESENTAR LOS DOCUMENTOS, PARA SER INCLUIDO EN EL PROGRAMA DE ALIMENTACIÓN Y NUTRICIÓN DEL ESCOLAR Y EL ADOLESCENTE (PANEA)


Expediente:16-010034-0007-CO
Sentencia:012821-16
Ponente: Luis Fernando Salazar Alvarado


Recurso de amparo contra EL CONSERVATORIO DE CASTELLA Y SU JUNTA ADMINISTRATIVA. La sentencia 012821-16 de las 10:15 horas del 09 de setiembre, analiza la omisión del Conservatorio Castella, debe enviar los documentos necesarios para que ese centro educativo ingrese al Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y el Adolescente (PANEA). En este caso, considera la Sala que el Programa en cuestión pretende brindar auxilio económico a estudiantes que, por diversas razones, no puedan acceder, entre otros, al servicio de alimentación. Adicionalmente, resulta irrazonable y arbitrario que las autoridades recurridas pretendan condicionar la posibilidad de que el centro educativo sea elegido para que se brinde el beneficio a algunos estudiantes, a la voluntad de una Asamblea que reúna a todos los padres de familia de la comunidad estudiantil, en su mayoría, compuesta de personas que sí cuentan con capacidad económica para hacerle frente a tal gasto. Así, al acreditarse que las autoridades recurridas han obstaculizado el acceso de los estudiantes del Conservatorio Castella a los beneficios que ofrece el Estado para garantizar su permanencia en el sistema educativo, en detrimento de su derecho a la educación, procedente estimar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director y al Presidente de la Junta Administrativa, ambos del Conservatorio de Castella del Ministerio de Educación Pública, que presenten los documentos necesarios a fin de que el centro educativo Conservatorio Castella sea incluido en el Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y el Adolescente (PANEA), en la próxima convocatoria disponible en la Dirección de Programas de Equidad del Ministerio de Equidad del Ministerio de Educación Pública. 



	EDUCACION
	SE ORDENA AL ICE INSTALAR SERVICIO DE ELECTRICIDAD EN CENTRO EDUCATIVO


Expediente16-010688-0007-CO
Sentencia:013829-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal


Recurso de amparo contra EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. La sentencia 013829-16 de las 12:52 horas delo 23 de setiembre, condena la omisión de la entidad recurrida, de instalar servicio eléctrico en la Escuela Cocorí de La Palma de Pittier de Coto Brus, en tanto lesiona una educación de calidad y al uso de tecnologías necesarias para su aprendizaje. Se declara con lugar el recurso contra el Instituto Costarricense de Electricidad. Se instruye a la Coordinadora de la Agencia de San Vito y Director de la Región Brunca Río Claro, ambas del ICE, que, en el plazo improrrogable de 2 años contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le suministre el servicio de electricidad al Centro Educativo Cocorí de la Palma de Pittier de Coto Brus. Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE



	EDUCACION
	PRESENTACIÓN PERSONAL DE ESTUDIANTES DE ESCUELAS Y COLEGIOS


Expediente:16-012456-0007-CO
Sentencia:013483-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez


Recurso de amparo contra el COLEGIO DIURNO DE LIMÓN. La sentencia 013483-16 de las 14:30 horas del 20 de setiembre, del uso de tintes de cabello en centros educativos. La Sala reitera la jurisprudencia emitida en ocasiones anteriores, sobre la presentación personal y la normativa vigente, en estudiantes de escuela y colegio, mediante las sentencias 004611-05 y 008491-05, en el sentido de que deben acatarse, las reglas establecidas y, al no estimar este Tribunal que existan razones suficientes para cambiar el criterio expuesto, lo que procede es rechazar por el fondo el recurso.



	EDUCACION
	LIMITAN A MENOR DE EDAD SALIR A RECREO, COMO SANCIÓN


Expediente:16-011889-0007-CO
Sentencia:014276-16
Ponente: Magistrado Ricardo Madrigal Jiménez


Recurso de amparo contra la ESCUELA JOAQUÍN GARCÍA MONGE. La sentencia 014276-16 de las 11:10 horas del 30 de setiembre, analiza el caso de una sanción impuesta a un menor de edad, que consiste en no salir a recreo, en virtud de que agredió a una compañera. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara con lugar el recurso. El Magistrado Madrigal Jiménez pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	INFORMACION
	ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LOS TÉRMINOS DE NEGOCIACIÓN DE CONVENCIÓN COLECTIVA DE RECOPE


Expediente:16-005522-0007-CO
Sentencia:013040-16 
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López


Recurso de amparo contra la REFINADORA COSTARRICENSE DE PETROLEO.  La sentencia 013040-16 de las 11:40 horas del 09 de setiembre, plantea el tema del acceso a la información por parte de los ciudadanos, de los términos en que se está negociando, la convención colectiva de la institución recurrida. Se aduce que es un derecho de los ciudadanos, conocer con certeza, cuánto se va a pagar por el costo de la Convención Colectiva. Afirma que la administración, omitió entregarles, las minutas de las reuniones celebradas, el texto actualizado de la convención colectiva negociada por las partes al día de hoy, así como los estudios técnicos que respaldan las decisiones y los acuerdos que ha tomado la Administración a lo largo de la negociación. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara con lugar este amparo, por cuanto la ciudadanía tiene el derecho de tener acceso a las cláusulas propuestas en el marco del proceso negociador de una convención colectiva incluso previo a la emisión de la propuesta final de convención colectiva por someterse a homologación ante el MTSS. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	INFORMACION
	ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LOS TÉRMINOS DE NEGOCIACIÓN DE CONVENCIÓN COLECTIVA DE RECOPE


Expediente:16-005522-0007-CO
Sentencia:013040-16 
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López


Recurso de amparo contra la REFINADORA COSTARRICENSE DE PETROLEO.  La sentencia 013040-16 de las 11:40 horas del 09 de setiembre, plantea el tema del acceso a la información por parte de los ciudadanos, de los términos en que se está negociando, la convención colectiva de la institución recurrida. Se aduce que es un derecho de los ciudadanos, conocer con certeza, cuánto se va a pagar por el costo de la Convención Colectiva. Afirma que la administración, omitió entregarles, las minutas de las reuniones celebradas, el texto actualizado de la convención colectiva negociada por las partes al día de hoy, así como los estudios técnicos que respaldan las decisiones y los acuerdos que ha tomado la Administración a lo largo de la negociación. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara con lugar este amparo, por cuanto la ciudadanía tiene el derecho de tener acceso a las cláusulas propuestas en el marco del proceso negociador de una convención colectiva incluso previo a la emisión de la propuesta final de convención colectiva por someterse a homologación ante el MTSS. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	INFORMACION
	ACCESO A INFORMACIÓN PÚBLICA DE LA POLICÍA DE CONTROL DE DROGAS


Expediente:16-010058-0007-CO 
Sentencia:012822-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

               
Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. La sentencia 012822-16 de las 10:15 horas del 09 de setiembre, plantea el tema de la solicitud de información de funcionarios de la Policía de Control de Drogas del Ministerio de Seguridad Pública, la cual, fue negada. La sentencia analiza los siguientes temas: a) LIMITES AL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. Citando el voto 5328-14, se reitera que existe un límite al derecho de acceso a la información pública, que es cuando funcionarios realizan labores encubiertas o relacionadas con la investigación, cuya identidad deba ser reservada y no pueda ser difundida, pues de lo contrario se pondría en riesgo la investigación y su seguridad. Nótese que dicha premisa no conlleva “la exclusión de la identificación de todos los funcionarios públicos relacionados a la materia de seguridad, como parece entenderlo la autoridad recurrida”. Bajo ese mismo orden de ideas, la Sala reconoce que las actuaciones de un Estado deben estar sujetas a los principios constitucionales de transparencia y publicidad, que debe ser la regla en toda actuación o función administrativa, por ende, es púbica la identificación de los funcionarios que integran las fuerzas policiales, puesto que esa información –como señala el precedente-, no puede ser extraída del dominio público sin ir en detrimento de la transparencia que debe primar en la Administración. Por lo expuesto, lo que corresponde es declarar con lugar el recurso sobre este extremo, y se ordene brindar los nombres de los jefes regionales de la Policía de Control de Drogas, sin perjuicio de los casos que deban ser reservados por motivos de persecución o investigación. B) ACCESO AL MANUAL DEL PUESTO DE POLICÍAS DE CONTROL DE DROGAS, se declara con lugar, al no haber sido remitido. C) SOLICITUD DE COPIA CERTIFICADA DEL LIBRO DE OFICIALÍA DE LA POLICÍA DE CONTROL DE DROGAS. Se citan los votos 8384-06 y 015372-13, 000978-15, en donde la Sala, en varias oportunidades, determinó que la información que se encuentra en el Libro de Novedades de una institución de Policía, son de acceso público. Segundo, nótese que la autoridad recurrida condiciona la entrega la información hasta que acredite el objeto, el interés y destinatario final de la información requerida, requisito que no impone el numeral 30 de la Constitución Política. Por lo expuesto, la Sala comprueba la vulneración a ese derecho fundamental, en consecuencia,  procede ordenarle a la autoridad recurrida, que certifique los folios respectivos, haciendo la salvedad, que la autoridad recurrida deberá resguardar la información que comprometa la seguridad de los policías,  la seguridad interna, la que pueda estar relacionada con la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley Nº 8968 y  la información relacionada con la averiguación de delitos, cuando se trate por investigaciones criminales con el propósito de garantizar el acierto y éxito de la investigación y, ante todo, para respetar la presunción de inocencia, el honor y la intimidad de las personas. C) SOBRE PROPIEDAD DE VEHÍCULOS. Es criterio de la Sala Constitucional que, si el vehículo es meramente administrativo o ya no forma parte de la flotilla, se le debe brindar la información, pero, si el vehículo está relacionado con las operaciones o investigaciones de la Policía de Control de Drogas, esa información no podrá ser revelada.  D)  SOBRE LA DENEGATORIA DEL LIBRO DE NOVEDADES DEL SUB DEPARTAMENTO REGIONAL DE PEÑAS BLANCAS DE LA POLICÍA DE CONTROL DE DROGAS.  Sobre esto, considera la Sala Constitucional, que la autoridad recurrida vuelve a incurrir en la práctica de condicionar la información pública, situación que es contraria a lo establecido por el artículo 30 de la Constitución Política. Bajo esa misma inteligencia, lo que corresponde es que la autoridad recurrida le brinde la información al petente, haciendo la salvedad,  de la información que comprometa la seguridad de los policías, la que pueda estar relacionada con la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley Nº 8968 y la información relacionada con la averiguación de delitos, cuando se trate por investigaciones criminales con el propósito de garantizar el acierto y éxito de la investigación y, ante todo, para respetar la presunción de inocencia, el honor y la intimidad de las personas. E) SOBRE LA DENEGATORIA RELACIONADA CON LOS ATESTADOS ACADÉMICOS Y DE CARRERA POLICIAL DEL DIRECTOR DE LA POLICÍA DE CONTROL DE DROGAS. Es criterio de esta Sala Constitucional que la denegatoria de la información sobre los atestados académicos y de carrera policial del director de la Policía de Control de Drogas, violenta los derechos fundamentales del amparado, porque el grado académico y los puestos que ha venido desempeñando ese funcionario son de interés público.  Nótese que, con esa solicitud, los administrados pueden determinar si un funcionario público cumple con las funciones asignadas y si tiene los atestados necesarios para ejercer ese cargo.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de la Policía de Control de Drogas del Ministerio de Seguridad Pública, que dentro del plazo de QUINCE DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, brinde la siguiente información: 1) los nombres de los jefes regionales de la Policía de Control de Drogas, excepto aquella que sea confidencial por motivos de prevención, persecución o investigación de algún asunto o bien si se trata de funcionarios policiales que realicen labores encubiertas de investigación o de las limitaciones contenidas en el artículo 16 de la Ley General de Policía 2) el Manual de Puestos de la Policía de Control de Drogas solicitado mediante oficio CO-UDO-FP-131-2015 del 24 de febrero, 3) la copia certificada de los folios 43 y 44 del Libro de Oficialía de la Policía de Control de Drogas solicitada mediante CO-UDO-FP-06-393-2016 del 28 de junio de 2016, 4) copia certificada de los folios 75 hasta el 243 del Libro de Novedades del Sub Departamento Regional de Peñas Blancas, solicitada mediante oficio CO-UDO-FP-01-008-2016 del 08 de enero de 2016, todo lo anterior, con las salvedades de  la información que comprometa la seguridad de los policías, la que pueda estar relacionada con la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley Nº 8968 y la información relacionada con la averiguación de delitos, cuando se trate por investigaciones criminales con el propósito de garantizar el acierto y éxito de la investigación y, ante todo, para respetar la presunción de inocencia, el honor y la intimidad de las personas. Igualmente, deberá: 5) brindar la información relacionada con los atestados académicos y de carrera policial que él tiene como director de la Policía de Control de Drogas, para ejercer ese cargo. Por otro lado, deberá responder a la petición sobre el automotor Land Cruiser placa n° BFW-923, consagrado en el oficio CO-UDO-FP-06-393-2016 del 28 de junio de 2016, con la salvedad establecida en el considerando VIII de esta sentencia. 



	INFORMACION
	NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE LISTA DE MOROSOS EN MUNICIPALIDAD


Expediente:16-012270-0007-CO
Sentencia:013830-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez


Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE SANTA ANA. La sentencia 013830-16 de las 12:53 horas del 23 de setiembre, señala la obligación de dar información sobre la lista de morosos ante la Municipalidad recurrida, la cual, fue rechazada de manera verbal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y, al Director Financiero y Tributario, ambos de la Municipalidad de Santa Ana, que, dentro del plazo de QUINCE DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, entreguen al amparado la información que requiriera en el formato en que se encuentre, y si está en Excel, se le brinde de esa forma. Asimismo, si existe algún tipo de clave de acceso para la información, ésta deberá ser eliminada, de forma tal que se permita el libre acceso y manipulación de los datos que el recurrente solicitará. El Magistrado Cruz Castro da razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	INFORMACION
	NO HAY OBLIGACIÓN DE ENVIAR INFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN POR CORREO, CUANDO SE ENCUENTRA EN PÁGINA WEB


Expediente:16-010855-0007-CO
Sentencia:013602-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez


Recurso de amparo contra el CONCEJO MUNICIPAL DE TIBÁS. La sentencia número 013602-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, analiza la negativa de la recurrida, de remitir por correo electrónico las actas y el resumen de correspondencia de ese Concejo, semanalmente, después de su aprobación, por cuanto pueden obtenerse en la página web municipal. Considera la Sala que, de lo anterior, no se desprende vulneración alguna de los derechos fundamentales del recurrente y, específicamente de su derecho a obtener información pública, pues de ese derecho no se deriva una obligación del Concejo municipal para remitirle las actas y resumen de correspondencia vía correo electrónico, ya que estas se incorporan a la página web municipal para ser consultadas por cualquier interesado. A lo anterior, se agregan razones técnicas y administrativas que hacen impracticable el envío por correo electrónico, por una parte, por causa del tamaño de los documentos, con un tamaño que excede el número de megabytes que se pueden remitir exitosamente y, por otra, dado que el correo electrónico es un medio para comunicar acuerdos o contestar gestiones concretas, no así para que la administración le esté informando de manera continua a un particular lo que, por mayor transparencia se publica en una página web a disposición de todos los interesados. Cabe añadir que la consulta a una página web no presenta mayor dificultad que el manejo de un correo electrónico, para personas de cualquier edad; esto último, con relación al alegato del recurrente en cuanto a la fundamentación de su petición en su condición de adulto mayor. Se declara sin lugar el recurso.



	INFORMACION
	NIEGAN VIDEOS DE INSTITUCIÓN PÚBLICA, PARA IDENTIFICAR LA PERSONA QUE PLANTEÓ UNA DENUNCIA


Expediente:16-009212-0007-CO
Sentencia:013579-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez


Recurso de amparo contra el Director General y la Coordinadora del Departamento de Seguridad y Vigilancia, ambos del Registro Nacional y el Director Nacional de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (Prodhab). La sentencia 013579-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, analiza el caso de una persona que fue denunciada ante la entidad recurrida y, solicita como prueba, los videos de ingreso a la institución, para determinar la persona que lo denunció, lo cual, le fue negado, a pesar de tratarse de una institución pública y que la información no haya sido declarada secreto de estado. En este caso se indica, que, si bien, la Sala mediante sentencia 003729-15, estimó que los datos que identifican a las personas que ingresan y egresan de la Casa Presidencial son de naturaleza pública, por lo que se debe proporcionar esa información, en este caso concreto, ello no es así, pues se está ante un supuesto diferente, la finalidad es identificar a la persona que lo denunció. Considera la Sala, que es información que debe resguardarse, salvo que, por orden judicial, se obligue a la Administración a entregar tales datos (véanse, entre otras, las sentencias 013438-05, 001170-10, 017946-10). Aparte de lo anterior, como se indicó en la sentencia 007689-08, la “…denuncia anónima sólo se refiere a una “notitia criminis” que no puede catalogarse, según las reglas de un proceso justo, como prueba. Motivo por el cual, se estima que el hecho de que el recurrente no conozca la identidad de la persona que lo denunció ante la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes no afecta su derecho de defensa como alega. Se declara sin lugar el recurso.



	INFORMACION
	COMISIÓN LEGISLATIVA SOLICITA AL ICE INFORMACIÓN PROTEGIDA POR EL ARTÍCULO 35 DE LA LEY DE FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS DEL SECTOR TELECOMUNICACIONES

Expediente:16-003175-0007-CO
Sentencia:014027-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo presentado por varios diputados, contra el Instituto Costarricense de Electricidad y Cable Visión Sociedad Anónima. La sentencia 014027-16 de las 9:05 horas del 30 de setiembre, se refiere a la solicitud que hace varios diputados de la de la Comisión Permanente Especial para el Control del Ingreso y Gasto Públicos de la Asamblea Legislativa, solicitaron a los recurridos información sobre las contrataciones y otra información de su interés; no obstante, les indicaron que en virtud del artículo 35 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, tal información es de carácter restringido, pues se trata de temas confidenciales que pueden identificarse como información estratégica comercial cuya divulgación no resulta conveniente. Sobre el particular, se indica que la jurisprudencia de la Sala, es clara en establecer el contenido del derecho de acceso a la información respecto de determinadas actividades del Instituto Costarricense de Electricidad y sus empresas, reconociendo la dualidad que dicha institución tiene en cuanto a institución pública y en cuanto a empresa en un marco de apertura y competencia en el ámbito de las telecomunicaciones, definiendo, la potestad de la institución de definir como confidencial, aquel tipo de información que especialmente en el ámbito de las telecomunicaciones –no de la energía- revistan el carácter de secreto comercial, definición que puede realizar la institución por expreso reconocimiento del referido artículo 35 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones. En este sentido, se aprecia que todos los puntos de la información requerida versan sobre el contenido y variables propias de las contrataciones otorgadas por el Instituto Costarricense de Electricidad a una de sus empresas para el desarrollo, implementación y gerenciamiento de proyectos en el ámbito propio de la empresa Cable Visión, cual es el servicio de Internet, telefonía y televisión, es decir, telecomunicaciones. En efecto, la información sobre la lista de contrataciones otorgadas a dicha empresa, el monto de las mismas, las fechas, las partidas presupuestarias, la modalidad de contratación, entre otros, son aspectos propios del desarrollo de la actividad de telecomunicaciones del Grupo ICE que pueden revelar información sensible sobre las estrategias comerciales de la institución, por lo que de hacerse pública la misma, ciertamente se situaría a dichas entidades en un contexto de desventaja respecto de los demás competidores del sector. En consecuencia, al acreditarse que la solicitud de la Comisión Legislativa fue contestada de forma oportuna por las diferentes entidades involucradas, y que la denegación de información dista de ser ilegítima, lo que corresponde es declarar sin lugar el recurso, como en efecto se dispone. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota y da razones diferentes. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara con lugar el recurso, ordenando la entrega inmediata de la información solicitada por los recurrentes.



	LIBERTAD DE PRENSA
	RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA

Expediente:16-010153-0007-CO
Sentencia:012773-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Recurso de amparo contra el GRUPO NACIÓN G N SOCIEDAD ANÓNIMA. La sentencia 012773-16 de las 10:30 horas del 07 de setiembre, analiza el tema del equilibrio en la publicación del derecho de rectificación y respuesta, respecto al espacio ocupado por la noticia a rectificar. Además, se alega que el medio hizo una simple respuesta, sin cumplir con su deber de brindar información veraz y objetiva. Particularmente, este es un caso del Instituto Costarricense de Electricidad, por la publicación del despido de una funcionaria. Se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	LIBERTAD DE PRENSA
	RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA

Expediente:16-010153-0007-CO
Sentencia:012773-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro
Recurso de amparo contra el GRUPO NACIÓN G N SOCIEDAD ANÓNIMA. La sentencia 012773-16 de las 10:30 horas del 07 de setiembre, analiza el tema del equilibrio en la publicación del derecho de rectificación y respuesta, respecto al espacio ocupado por la noticia a rectificar. Además, se alega que el medio hizo una simple respuesta, sin cumplir con su deber de brindar información veraz y objetiva. Particularmente, este es un caso del Instituto Costarricense de Electricidad, por la publicación del despido de una funcionaria. Se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 

	MINORIAS
	SE ORDENA A CONAI BRINDAR ASESORÍA LEGAL A LAS ASOCIACIONES INDÍGENAS

Expediente:16-010825-0007-CO
Sentencia:013828-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo a favor de la ASOCIACIÓN DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA RESERVA INDÍGENA DE CÓCLES DE KEKOLDI, contra la COMISIÓN NACIONAL DE ASUNTOS INDÍGENAS (CONAI). La sentencia 013828-16 de las 12:51 horas del 23 de setiembre, platea el caso de la falta de asesoría jurídica que enfrentan las asociaciones indígenas, en los constantes conflictos de tierras, sin que la entidad recurrida, a pesar que, como entidad rectora y representativa de los indígenas y sus instituciones, tienen la obligación de velar, precisamente, por los intereses indígenas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, que tome las medidas que corresponda para que se le brinde asesoría legal a las asociaciones indígenas que son parte en un proceso contencioso-administrativo, excepto en los casos en que el CONAI figue como parte. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE



	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA REPARAR EL ALCANTARILLADO EN EL BARRIO EL HIGUERÓN DE BUENOS AIRES DE PUNTARENAS

Expediente:16-010007-0007-CO
Sentencia:013585-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra EL ALCALDE Y EL PRESIDENTE DEL CONCEJO, AMBOS DE LA MUNICIPALIDAD DE BUENOS AIRES DE PUNTARENAS. La sentencia 013585-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, analiza la omisión de las autoridades recurridas, de solucionar el problema de alcantarillado, del lugar donde viven los recurrentes, la cual, data de hace muchos años. La administración alega, que aún faltan, muchos trámites presupuestarios; no obstante, considera la Sala que es un problema, que bien pudo haberse superado con anterioridad y así, haberse cumplido con lo preceptuado en el artículo 169 de la Constitución Política, que establece el deber de las autoridades municipales de velar por los intereses locales de su jurisdicción, en consecuencia, lo que procede es la estimatoria del amparo. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al alcalde y de presidente del Concejo, ambos del Cantón de Buenos Aires de Puntarenas, que lleven a cabo las actuaciones necesarias y giren las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de DOCE MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras necesarias para reparar el alcantarillado en el Barrio el Higuerón de Buenos Aires de Puntarenas. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado ponen notas.



	PENAL
	ACCESO AL PROGRAMA DE JUSTICIA RESTAURATIVA

Expediente:16-011230-0007-CO
Sentencia:012653-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de hábeas corpus contra EL TRIBUNAL PENAL DE FLAGRANCIA Y LA FISCALÍA, AMBOS DE HEREDIA. La sentencia 012653-16 de las 11:42 horas del 02 de setiembre, se analiza el tema del derecho al acceso al Programa de Justicia Restaurativa, pues el Ministerio Público argumentó que la causa no calificaba, por estar privada de libertad. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara con lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	PENAL
	SE ORDENA INVESTIGAR AGRESIÓN DE DETENIDO

Expediente:16-011657-0007-CO
Sentencia:012981-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de hábeas corpus contra el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. La sentencia 012981-16 de las 10:15 horas del 09 de setiembre, se pronuncia sobre la detención injustificada y la agresión, que sufrió una persona extranjera, por parte de policías. En este caso se analiza el tema de las funciones de los cuerpos policiales. Asimismo, la Sala aprecia que, en principio, la detención del amparado no fue ilegítima, debido a que se le detectó y decomisó droga, además de que al haber agredido –propinando mordiscos y patadas- a los oficiales de la Fuerza Pública, se le trasladó a la Fiscalía, para iniciarle un proceso penal por el delito de resistencia agravada. No obstante, en cuanto a la alegada agresión policial de la que sostiene el recurrente fue objeto, durante la detención, aún, cuando los representantes de las autoridades recurridas rechazan los alegatos, no puede desconocerse lo señalado en el Dictamen Médico Legal, en el cual se concluyó que fue agredido. En diversas resoluciones, la Sala ha dicho que el ejercicio de la fuerza por la policía debe llevarse a cabo dentro de los límites de la razonabilidad y proporcionalidad (Voto N.º 3506-94). Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Viceministra de Seguridad Pública, que gire de inmediato las órdenes pertinentes a fin de que se investigue la agresión denunciada por el recurrente, y se establezcan las responsabilidades disciplinarias pertinentes, respecto de lo cual deberá informar a esta Sala dentro del plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Asimismo, se le ordena que emita las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, para que los oficiales de la Fuerza Pública se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de hábeas corpus. Testimóniense piezas al Ministerio Público y comuníquese esta sentencia al Fiscal General. 



	PENAL
	SE CUESTIONA MEDIDA CAUTELAR DE PROHIBICIÓN DE SALIR DEL CANTÓN DE PÉREZ ZELEDÓN

Expediente:16-012349-0007-CO
Sentencia:013467-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de hábeas corpus contra el TRIBUNAL PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR, PÉREZ ZELEDÓN. La sentencia 013467-16 de las 14:30 horas del 20 de setiembre, cuestiona la medida cautelar, impuesta por el recurrido, en donde se le prohíbe salir del cantón de Pérez Zeledón, aún, cuando solicitó permiso para visitar a su abogado en Heredia. Se indica que esta Sala no es una instancia más para venir a recurrir resoluciones como la adoptada por el Tribunal demandado. Por otra parte, afirma este Tribunal, que el defensor particular aquí recurrente aceptó la defensa a sabiendas de que es objeto de una medida cautelar que le impide salir del cantón y, por consiguiente, la manera de obtener la firma del escrito es una carga para el abogado defensor, contratado para esta etapa procesal. Es él quien debe determinar si utiliza los medios tecnológicos existentes o si se desplaza para recoger la firma al sentenciado. No hay en este caso vulneración alguna de la libertad e integridad garantizadas mediante el recurso de hábeas corpus. Se declara sin lugar el recurso.



	PRONTA RESOLUCION
	MORA JUDICIAL

Expediente:16-010772-0007-CO
Sentencia:012651-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y CIVIL DE HACIENDA. La sentencia 012651-16 de las 11:40 horas del 02 de setiembre, acusa que el recurrido, demoró un total de 685 días en resolver por el fondo un amparo de legalidad. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Hernández López salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	SEGURIDAD SOCIAL
	
SUBSIDIO POR INCAPACIDAD A UNA PERSONA PENSIONADA

Expediente:16-011386-0007-CO
Sentencia:013042-16 
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra LA SUCURSAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL DE HEREDIA. La sentencia 013042-16 11:42 del 09 de setiembre, analiza el caso de la negativa del pago de subsidio por incapacidad, a una persona pensionada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Administrador de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social de Heredia, que, en el plazo de 15 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le paguen al amparado los montos adeudados a la fecha por subsidio de incapacidad, si otro motivo no lo impide. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández Gutiérrez ponen nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	SE ORDENA A EMPRESA PRIVADA ENTREGAR EXPEDIENTE PERSONAL A TRABAJADOR

Expediente:16-010647-0007-CO
Sentencia:013596-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra la CORPORACIÓN SUPERMERCADOS UNIDOS S.A. La sentencia 013596-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, es un asunto contra un sujeto de derecho privado, el cual, niega a un trabajador despedido, copia de su expediente laboral y sólo se le entregó su carga de despido. Al respecto, la sociedad recurrida sostiene que el citado expediente es propiedad de la empresa y solo le será entregado a una autoridad judicial, si así lo solicita. Sobre el tema se cita el voto 018236-15, en donde estima esta Sala que, independientemente de que, con anterioridad a la interposición de este amparo, la empresa recurrida le haya entregado al tutelado una carta de despido y una certificación sobre la relación laboral, la denegatoria del expediente laboral personal y la circunscripción de su entrega a una orden judicial, implica una lesión a sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de Corporación de Supermercados Unidos S.A. que, dentro del plazo de OCHO DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le brinde al recurrente una copia de su expediente laboral personal. 



	TRABAJO
	SE ORDENA REMOVER CAMARAS DE VIGILANCIA CON AUDIO Y VIDEO EN AREA DE COMEDOR DE UNA OFICINA DEL OIJ

Expediente:16-009495-0007-CO
Sentencia:012654-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el JEFE DE LA SECCIÓN DE COMUNICACIONES DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL (OIJ). La sentencia 012654-16 de las 11:43 del 02 de setiembre, cuestiona el uso de dispositivos de grabación en el área de comedor en La Sección de Comunicaciones del OIJ, con audio y video, con base en las cuales, se han iniciado una serie de procedimientos administrativos. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director General y Jefe de la Sección de Comunicaciones, ambos funcionarios del Organismo de Investigación Judicial, que, en el plazo de TRES DÍAS a la notificación de esta sentencia, deberán reubicar las cámaras de seguridad que se encuentran dirigidas hacia sitio que se utiliza como comedor de los empleados de la Oficina de Comunicaciones y deberán ser colocadas en un lugar que no comprometa la privacidad e intimidad de los amparados y demás funcionarios. En los demás extremos se declara sin lugar. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar el recurso en todos sus extremos. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	TRABAJO
	SUBSIDIO POR INCAPACIDAD A UNA PERSONA PENSIONADA

Expediente:16-011386-0007-CO
Sentencia:013042-16 
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra LA SUCURSAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL DE HEREDIA. La sentencia 013042-16 11:42 del 09 de setiembre, analiza el caso de la negativa del pago de subsidio por incapacidad, a una persona pensionada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Administrador de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social de Heredia, que, en el plazo de 15 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le paguen al amparado los montos adeudados a la fecha por subsidio de incapacidad, si otro motivo no lo impide. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández Gutiérrez ponen nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.
 

	TRABAJO
	RASTREO DE LLAMADAS TELEFÓNICAS PERSONALES, DENTRO DEL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO

Expediente:16-010355-0007-CO
Sentencia:012831-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado
Recurso de amparo contra el INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. La sentencia 012831-16 de las 10:15 horas del 09 de setiembre, analiza el caso de un procedimiento administrativo, seguido contra una funcionaria, con fundamento en una serie de grabaciones de audio, correspondientes a llamadas telefónicas realizadas o recibidas. En esta sentencia se analiza el tema del rastreo de llamadas telefónicas personales, dentro del procedimiento disciplinario y se cita el voto 003890-07. En el caso concreto, estima este Tribunal, que llevan razón las recurrentes en el sentido de que la utilización de la grabación de las conversaciones referidas, en la causa disciplinaria seguida en contra de la recurrente, lesiona sus derechos fundamentales. En primer término, porque la Constitución Política, en su numeral 24, establece que sólo por orden jurisdiccional resulta legítima la intervención de cualquier tipo de comunicación, cuando sea absolutamente indispensable para esclarecer asuntos penales sometidos a su conocimiento. Ninguna de esas condiciones se cumple en el presente caso, pues a la amparada se le sigue una causa disciplinaria, no una investigación relacionada con un delito, y por consiguiente la intervención nunca fue ordenada por una autoridad jurisdiccional. Distinto es el caso de los registros de dichas llamadas, cuya copia aportan las propias recurrentes, que contienen hora, fecha y duración de cada llamada, así como el número de extensión, porque al haberse efectuado entre extensiones internas de la institución recurrida –no líneas privadas de uso personal-, se trata de activos institucionales, sobre los cuales la Administración puede disponer como lo hizo, e incorporar los datos referidos como prueba al expediente, ya que no está de por medio y derecho a la intimidad y el secreto a las comunicaciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación al artículo 24, Constitucional. En consecuencia, se ordena al Subgerente General, y a la encargada del Órgano Director del Procedimiento, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que, en el plazo de tres días, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, verifiquen la destrucción del disco compacto (CD) que fue aportado por la Jefatura de la UEN de Servicio al Usuario Comercial GAM, al expediente disciplinario, que contiene la grabación de las llamadas entre ambas, así como cualquier otro registro digital o físico que contenga esa información. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal salva el voto parcialmente y declara con lugar el recurso en todos sus extremos. 

	TRABAJO
	SE MANTIENE SUSPENSIÓN DE FUNCIONARIO, PESE A QUE FUE REVOCADA LA PRISIÓN PREVENTIVA

Expediente:16-011841-0007-CO
Sentencia:013825-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La sentencia 013825-16 de las 12:48 horas del 23 de setiembre, analiza el caso de un educador, que se encuentra suspendido sin goce de salario y, la medida no le ha sido modificada, a pesar, de que le fue revocada la prisión preventiva por arresto domiciliario. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro, Hernández López y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran con lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.
 

	TRABAJO
	REQUISITOS ADICIONALES PARA TRABAJAR EN EL OIJ

Expediente:16-012391-0007-CO
Sentencia:013473-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra el ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL. La sentencia 013473-16 de las 14:30 horas del 20 de setiembre, desestima el caso de una persona, a quien le negaron su ingreso al OIJ, por los antecedentes penales de un familiar. En este caso, se reitera la jurisprudencia de la Sala, en el sentido que, para los efectos de designar a los funcionarios que prestarán sus servicios al Organismo de Investigación Judicial, no es irrazonable ni discriminatorio tomar en consideración los antecedentes penales de sus familiares. (sentencia 007293-13, 06381-10) La Sala ha señalado que los funcionarios del Organismo de Investigación Judicial, deben reunir una serie de características y aptitudes para laborar en dicha institución debido a la naturaleza de sus labores. En virtud de lo anterior, esta Sala ha dispuesto que no resulta contrario a derecho, que el citado Organismo decida no contratar a una persona para formar parte de su cuerpo de agentes, en virtud de sus antecedentes o los de personas allegadas a ésta, pues por la trascendencia de sus funciones, estos servidores requieren características objetivas muy específicas que no comprometan su vida personal y familiar con la naturaleza de las ocupaciones que les corresponde cumplir. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y ordena dar curso al amparo.



	TRABAJO
	SE NIEGA LICIENCIA EXTRAORDINARIA PARA CUIDAR ADULTA MAYOR

Expediente:16-009833-0007-CO
Sentencia:014277-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La sentencia 014277-16 de las 11:11 horas del 30 de setiembre, analiza la negativa de la entidad recurrida, de otorgar una licencia a la recurrente, para cuidar de su madre, quien es adulta mayor y requiere cuidados especiales, en virtud de una caída. La autoridad afirma que la licencia extraordinaria puede conferirse, solamente, en casos que involucren a personas menores de edad y hasta los 25 años. Se declara SIN lugar el recurso. Notifíquese a las partes y comuníquese a la Directora Ejecutiva del CONAPAM, para que tome nota a lo indicado en el Considerando VIII de esta sentencia. Los Magistrados Hernández Gutiérrez y Rueda Leal ponen nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	TRABAJO
	INICIO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO A FUNCIONARIA, ESTANDO INCAPACITADA

Expediente:16-011911-0007-CO
Sentencia:013687-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL. La sentencia 013687-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, analiza el caso de una funcionaria, a quien se le inicia un procedimiento administrativo, estando incapacitada. Esta Sala se ha pronunciado de manera reiterada sobre la posibilidad de seguir un procedimiento disciplinario contra una persona incapacitada para trabajar por razones de salud. Se cita el voto 015103-12, de donde se desprende, que la incapacidad para laborar por razones de salud no implica necesariamente la imposibilidad de ejercer la defensa. En cada caso concreto, con ayuda de prueba pericial si es necesario, deberá el órgano encargado del procedimiento pronunciarse. No es la vía sumarísima del amparo la sede para resolverlo de manera anticipada. En todo caso, este Tribunal observa que en el procedimiento disciplinario la amparada ya designó a un apoderado especial que defienda sus intereses, de manera que no hay hasta el momento motivo para acreditar un estado de indefensión. Se declara sin lugar el recurso.



	TRABAJO
	AUTORIDADES DEBERÁN RECONOCER EL PRINCIPIO DE PLURALIDAD SINDICAL, COMO REFLEJO DE LA LIBERTAD DE ELECCIÓN DE LOS TRABAJADORES

Expediente:16-009717-0007-CO
Sentencia:013582-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez
Recurso de amparo plantado por la Secretaria General del sindicato UNIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS (UNT), contra PRESIDENTA DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL, VICEMINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. La sentencia 013582-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, plantea el tema de la lesión al principio de pluralidad sindical y libertad sindical, ante la negativa de las autoridades recurridas de reunirse con más de un sindicato, para la discusión de temas que interesan a los trabajadores. Estima este Tribunal, que no lleva razón la autoridad recurrida, pues si bien queda claro que el ANEP ostenta la exclusividad en cuanto a la negociación colectiva, ello no implica la exclusión del UNT a efectos de representación de sus agremiados. En efecto, el derecho de negociación colectiva representa un elemento básico en el contenido de la libertad sindical, precisamente porque a través de los sindicatos se puede promover una negociación que propicie resolver las situaciones laborales de los trabajadores. Y al ser el ANEP el suscriptor de la convención colectiva, es la entidad que ostenta dicho derecho de negociación. Sin embargo, ello no implica privar a las demás organizaciones sindicales de medios esenciales para defender los intereses de sus miembros. La pluralidad sindical como componente de la libertad sindical permite la multiplicidad de asociaciones profesionales o sindicatos, y la consecuente libertad de los trabajadores para elegir si desean o no afiliarse, y a cuál de esas entidades hacerlo. Consecuentemente, las autoridades deberán reconocer dicha pluralidad como reflejo de la libertad de elección de los trabajadores, por lo que no puede aceptarse ninguna norma o acto que faculte o propicie un trato desigual entre diversas agrupaciones sindicales. En otras palabras, reconocer que existe una distinción entre ambos sindicatos no supone impedir el funcionamiento del sindicato minoritario, y menos aún privarlo del derecho de ejercer la defensa de sus miembros y representarlos en caso de conflictos individuales (véanse las sentencias 2011-013126 y 2013-006717). Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Viceministro de Trabajo, y a la Presidenta de la Junta Directiva de la Junta de Protección Social, brindar un trato igualitario a ambos sindicatos en cuanto a la representación de sus agremiados ante instancias administrativas y judiciales, sin perjuicio de la representación exclusiva que ostenta la ANEP para la renegociación de la Convención Colectiva respectiva. 
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	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	AMBIENTE
	REGLAMENTO PARA EL CONTROL DE LAS EMISIONES CONTAMINANTES PRODUCIDAS POR LOS VEHÍCULOS AUTOMOTORES, CON MOTOR DE COMBUSTIÓN INTERNA

Expediente:16-011966-0007-CO
Sentencia:013207-16                                      
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. 39724-MOPT-MINAE-S. Reglamento para el control de las emisiones contaminantes producidas por los vehículos automotores, con motor de combustión interna. La sentencia 013207-16 de las 9:05 horas del 14 de setiembre, cuestiona que el decreto tiene una serie de falencias, que violenta el derecho a un ambiente sano, tutelado en el artículo 50 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción, por cuanto lo planteado, es un asunto de mera legalidad. 



	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	ACUERDO DE PARIS

Expediente:16-011505-0007-CO
Sentencia:013510-16 
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Aprobación del Acuerdo de París. Expediente Legislativo No. 20.033. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el proyecto de ley "Aprobación del Acuerdo de París”, expediente legislativo N° 20.033, no contiene vicios esenciales de procedimiento, ni disposiciones inconstitucionales. La sentencia 013510-16 de las 9:30 horas del 21 de setiembre, evacua la consulta formulada en el sentido de que el proyecto de ley "Aprobación del Acuerdo de París”, expediente legislativo N° 20.033, no contiene vicios esenciales de procedimiento, ni disposiciones inconstitucionales.



	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	RESOLUCIÓN DEL CONSEJO ARANCELARIO CENTROAMERICANO

Expediente:16-009707-0007-CO
Sentencia:013991-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10, 13, 14, 16, 20, 21, 23 y 26 de la Ley No. 7088, Ley de Reajuste Tributario y Resolución No. 18 del Consejo Arancelario y Aduanero de Centroamérica. La sentencia 013991-16 de las 9:05 horas del 28 de setiembre, se pronuncia sobre la norma que crea y regula el impuesto sobre la propiedad de vehículos automotores, embarcaciones y aeronaves. No obstante, se hace la salvedad que el análisis de la norma se hace a partir de lo que se discute en el asunto principal que es el cobro del impuesto a la propiedad de vehículos y la lista con los valores que al efecto debe elaborar el Ministerio de Hacienda. La Sala Constitucional, mediante resolución 009398-11, rechazó por el fondo una acción en que se impugnaba esta norma con sustento en argumentos similares. En este caso, reitera este que Tribunal no encuentra vicios de inconstitucionalidad en el procedimiento de aprobación de la Ley No. 7088 el cual se ajustó a la normativa y la costumbre legislativa que existía en aquel momento, elemento que resulta básico para comprender los motivos del rechazo. Sobre el principio de separación de poderes, la Sala estima que al momento de conocer y aprobar la Resolución No. 18 el legislador no alteró, suprimió ni amplió su texto. Respecto al principio de reserva legal, consta que la norma cuestionada recibió publicidad, aún, cuando fuera como parte de otro proyecto. Finalmente, sobre el principio democrático, se reitera que la norma cuestionada recibió publicidad como parte del denominado “Plan de Reajuste Tributario” motivo por el cual el Tribunal estima que no se ha producido la violación a este principio. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 9 de la Ley No.7088. En lo demás, se rechaza de plano.



	CIVIL
	PROCESO ORDINARIO

Expediente:16-009380-0007-CO
Sentencia:013187-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 299 del Código Procesal Civil. La sentencia 013187-16 de las 9:05 horas del 14 de setiembre, resuelve una gestión de revocatoria contra la sentencia 011965-16, mediante la cual la Sala Constitucional rechazó de plano la acción que se tramita en este expediente. Se indica, que, de conformidad con la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no cabe recurso alguno contra lo dispuesto por la Sala en la resolución impugnada, salvo el recurso de aclaración y/o adición que establece el artículo 12 de la Ley. Incurre en error el actor al afirmar que el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional otorga recurso de revocatoria contra el rechazo de plano de una
acción. Lo que permite este artículo es la impugnación de la resolución que deniega trámite a una acción que no es el caso. No obstante, es preciso indicar al accionante que para efectos de la interposición de la acción de inconstitucionalidad a la luz de la norma impugnada (art. 299 del Código Procesal Civil) el proceso que sirve de base finalizó con la resolución No. 937-1C del Tribunal I Civil, que rechazó el recurso de revocatoria y la nulidad concomitante. La interposición de la gestión de nulidad que presentó el accionante con posterioridad no tiene la virtud de reabrir el proceso por lo que, en las circunstancias actuales, la acción no cumple el requisito de ser medio razonable de amparar el derecho que se estima lesionado. Será la resolución del Tribunal en relación con la nulidad planteada la que determinará el futuro del proceso. En caso de acogerla, este se retrotraería al momento en que aquella ocurrió lo que podría permitir un nuevo examen del asunto. No ha lugar a la gestión formulada.

	CIVIL
	PROCESO MONITORIO

Expediente:16-010136-0007-CO
Sentencia:012775-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 6º, inciso b), de la Ley del Proceso Monitorio Arrendaticio, Ley No. 9160, de 13 de agosto de 2013. La sentencia 012775-16 de las 10:50 horas del 07 de setiembre, cuestiona la norma, en cuanto permite que, aún, habiéndose pagado las rentas futuras posteriores a la demanda y sin conocerse los argumentos de descargo de la parte demandada, se ejecute el desalojo, únicamente porque no se depositó el dinero en la cuenta del despacho, sino en la personal de la parte actora de ese proceso. La Sala Constitucional no estima que sea inconstitucional, según se expuso, con detalle, en la sentencia No. 2014-12826, en materia procesal, es al Legislador a quien, en uso de sus potestades discrecionales y la libertad de configuración, corresponde el diseño de los diferentes procesos jurisdiccionales y las reglas especiales que deberán aplicarse, según la materia que se trate, de manera que lo que elija el Legislador para cada caso, no puede ser objeto de control constitucional, a menos que el ejercicio de ésta lesione el debido proceso o los principios de razonabilidad y proporcionalidad. De este modo, aunque el actor alega que la aplicación de la norma impugnada, en el caso concreto, lo ha colocado en estado de indefensión, lo cierto, es que los procesos monitorios son sumarios y, por ende, no tienen la amplitud de un ordinario. Además, lo que se resuelva en éste, no tiene la característica de cosa juzgada material, por lo que las partes que se encuentren inconformes con el fallo, tienen la posibilidad de acudir, posteriormente, a un proceso judicial ordinario, en el que podrán discutir, con toda amplitud, el asunto, con apego a los derechos de defensa, el debido proceso y la tutela judicial efectiva. Se rechaza por el fondo la acción.



	CONTRATOS O LICITACIONES
	CONTRATOS DE SERVICICOS TÉCNICOS O PROFESIONALES

Expediente:16-010443-0007-CO
Sentencia:012802-16                                                                                                                                      Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 64 de la Ley General de Contratación Administrativa y el artículo 163 del Reglamento Ejecutivo de la Ley General de Contratación Administrativa. La sentencia 012802-16 de las 11:20 del 07 de setiembre, cuestiona las normas que regulan lo relativo a los contratos de servicios técnicos o profesionales, las cuales deben hacerse por licitación pública, licitación por registro o licitación restringida, según corresponda. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y ordena dar curso a la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.



	EDUCACION 
	PRESUPUESTO DEL 8 % ANUAL DEL PIB DESTINADO A LA EDUCACIÓN PÚBLICA

Expediente:15-015092-0007-CO
Sentencia:012803-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de Inconstitucionalidad contra el Título 210-Ministerio de Educación Pública, del artículo 2 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República del Ejercicio Económico 2015, N°9289. La sentencia 012803-16 de las 11:21 horas del 07 de setiembre, en virtud de que dicha Ley no presupuestó y aprobó la asignación presupuestaria mínima, en el orden del 8 % anual del Producto Interno Bruto (PIB) que le ordena la Constitución Política, para educación. Se declara CON lugar la acción, en consecuencia, se declara la inconstitucionalidad por omisión del Título 210-Ministerio de Educación Pública del artículo 2º de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2015 (n.° 9289 de 1 de diciembre de 2014), por no cubrir el monto mínimo del 8% de gasto público en educación estatal, previsto en el artículo 78 de la Constitución Política. Se previene al Poder Ejecutivo y a la Asamblea Legislativa no volver a incurrir en la omisión que dio mérito para acoger esta acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.  El Magistrado Cruz Castro pone nota. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal ponen nota conjunta. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.  



	FAMILIA
	OBLIGACIÓN DEL MARIDO DE SUFRAGAR GASTOS DE LA FAMILIA

Expediente:16-012424-0007-CO
Sentencia:013529-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 35 del Código de Familia. La sentencia 013529-16 de las 9:30 horas del 21 de setiembre, acusa que la norma realiza una diferencia entre los obligados a la prestación alimentaria por razones de género, al establecer que el marido es el principal obligado a sufragar los gastos que demanda la familia, en cambio, la esposa se encuentra obligada a contribuir con éstos en forma solidaria y proporcional, siempre que cuente con recursos propios. Se rechaza de plano la acción, porque la parte no explica los motivos por los cuales, considera inconstitucional la norma. En todo caso, es preciso mencionar que la Sala Constitucional, en la sentencia No. 2016-2007, de las 09:30 hrs. de 10 de febrero de 2016, resolvió una acción de inconstitucionalidad planteada contra la norma impugnada en esta ocasión y, por mayoría, consideró que no lesiona el Derecho de la Constitución. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Rueda Leal, Hernández López y Hernández Gutiérrez salvan el voto y ordenan efectuar la prevención del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.



	PENAL
	CENTRO JUDICIAL DE INTERCEPTACIÓN DE LAS COMUNICACIONES

Expediente:16-004754-0007-CO
Sentencia:012771-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Consulta Judicial planteada por el Juez Director del Centro Judicial de Interceptación de las Comunicaciones, referente al Reglamento de Actuaciones para el Centro Judicial de Interceptación de las Comunicaciones, aprobado por Corte Plena en sesión 44-12 del 17 de diciembre del 2012, artículo XXIII y en sesión 30-15 del 07 de abril del 2015 el Consejo Superior del Poder Judicial, dispuso la apertura del Centro Judicial de Interceptación de las Comunicaciones. La sentencia 12771-16 de las 9:00 horas del 07 de setiembre, analiza el artículo 24 de la Constitución Política, al pronunciarse sobre la autorización que dan las normas cuestionadas, a otros funcionarios además del juez, para realizar la escucha de las intervenciones. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la delegación de la escucha que contempla el Reglamento de Actuaciones para el Centro Judicial de Interceptación de Comunicaciones, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en la Sesión N° 44-12 de 17 de diciembre de 2012 (artículos XXIII y XXIV), no resulta contraria al contenido del artículo 24, de la Constitución Política, ni a los principios y valores que informan el Derecho de la Constitución. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara que las disposiciones del Reglamento de Actuaciones para el Centro Judicial de Interceptación de Comunicaciones, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia  en la sesión 44-12 de 17 de diciembre de 2012 (artículos XXIII Y XXIV), son inconstitucionales, no solo por vulnerar el numeral 24 constitucional, sino por la elemental razón de que la Corte Suprema de Justicia asumió la potestad constituyente y modificó la Carta Fundamental, atribución exclusiva y excluyente del poder constituyente derivado, sea de reforma parcial o total, según el numeral 195 de la Carta Fundamental. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara que el Reglamento consultado es inconstitucional por violentar el principio de reserva de ley. Los Magistrados Cruz Castro, Hernández López y Araya García ponen nota conjunta. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.



	PENAL
	LEY DE BIENESTAR ANIMAL

Expediente:16-010469-0007-CO
Sentencia:013553-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Consulta Legislativa Facultativa referente a la Ley de Reformas al Código Penal No. 4573 del 04/05/1970 y Reformas de la Ley de Bienestar de los Animales. No. 7451 del 17/11/1994. La sentencia 013553-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, por unanimidad, se evacua por el fondo la consulta formulada en el sentido de que el artículo 21 del proyecto legislativo número 18298 referido al proyecto de "Modificación de la Ley número 7451 Ley de Bienestar de los Animales de 16 de noviembre de 1994 y modificación de la ley número 4573 Código Penal de 4 de mayo de 1970", es inconstitucional por la falta de proporcionalidad de la multa contenida. Por mayoría, se evacua por el fondo la consulta formulada en el sentido de que los artículos 279 bis, 279 ter y 405 bis. del proyecto legislativo número 18298 referido al proyecto de "Modificación de la Ley número 7451 Ley de Bienestar de los Animales de 16 de noviembre de 1994 y modificación de la ley número 4573 Código Penal de 4 de mayo de 1970", es inconstitucional por violación al principio de tipicidad penal, razonabilidad y proporcionalidad constitucional. En los demás aspectos consultados, por unanimidad, no se estima que presenten violaciones por el fondo a la Constitución Política. Los Magistrados Cruz Castro, Castillo Víquez y Rueda Leal salvan el voto parcialmente, y consideran que los artículos 279 bis, 279 ter y 405 bis no tienen vicios de inconstitucionalidad. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal dan razones separadas respecto de la señalada afectación al principio de responsabilidad fiscal y el equilibrio financiero del Estado. El Magistrado Rueda Leal da razones distintas sobre la declaratoria de la actividad costarricense de las carretas de bueyes como patrimonio cultural. Comuníquese.



	PENAL
	LEY DE BIENESTAR ANIMAL

Expediente:16-010469-0007-CO
Sentencia:013592-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López
Consulta Legislativa Facultativa referente a la Ley de Reformas al Código Penal No. 4573 del 04/05/1970 y Reformas de la Ley de Bienestar de los Animales. No. 7451 del 17/11/1994. La sentencia 013592-16 de las 10:20 horas del 23 de setiembre, adiciona la parte dispositiva de la resolución número 16-13553 emitida por esta Sala a las once horas treinta minutos del veintiuno de setiembre de dos mil dieciséis, en el sentido de que el Magistrado Cruz Castro salva el voto también respecto del artículo 279 bis inciso c) del proyecto y expone razones separadas para justificar su decisión.

	PENAL
	CONCILIACIÓN EN DELITOS DE CONDUCCIÓN TEMERARIA

Expediente:16-011965-0007-CO
Sentencia:013206-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Consulta Judicial planteada por Tribunal Penal de Flagrancia del II Circuito Judicial de San José, referente a las directrices del Ministerio Público, en cuanto a no aceptar conciliaciones en delitos de conducción temeraria. En la sentencia 013206-16 de las 9:05 horas del 14 de setiembre, se consulta la oposición de que se aplique una segunda medida alterna en un proceso penal, porque fue incumplida la primera vez. En este caso, señala la Sala que lo cuestionando no es la constitucionalidad de una norma o disposición de carácter general, sino que, en concreto, lo que está en discusión es si en el caso particular, que se está ventilando, procede autorizar, nuevamente, una medida alterna como la suspensión del procedimiento a prueba, conforme a la adecuada interpretación y aplicación de los artículos 25 y 28 del Código Procesal Penal y las condiciones específicas presentes en tal proceso, lo cual, hace referencia a una discusión de legalidad ordinaria ajena a la finalidad de la consulta judicial de constitucionalidad. Asimismo, se cita un caso análogo al presente, que se resolvió por sentencia número 009159-12. No ha lugar a evacuar la consulta. 



	PENAL
	LEY DE EXTRADICIÓN

Expediente:16-012343-0007-CO
Sentencia:013526-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 7 y 9 incisos b) y g) de la Ley de Extradición No. 4795 del 16 de julio de 1971, reformada por las leyes 5497 del 21 de marzo de 1971 y 5991 del 09 de noviembre de 1976. La sentencia 013526-16 de las 9:30 horas del 21 de setiembre, cuestiona la norma en tanto niega la doble instancia con los Recursos de Casación y Revisión y el derecho de excarcelación, contrario a lo establecido en el derecho convencional. Se rechaza de plano la acción, porque en el asunto base no se invocó la inconstitucionalidad de las normas. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y ordena continuar el trámite de la acción.



	PENAL
	SUSPENSIÓN DEL PROCESO A PRUEBA

Expediente:16-012363-0007-CO
Sentencia:013528-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 89 de la Ley de Justicia Penal Juvenil. La sentencia 013528-16 de las 9:30 horas del 21 de setiembre, cuestiona la frase que señala: “en todos los casos en que proceda la ejecución condicional de la sanción para el menor de edad”. Se rechaza de plano la acción, por falta de asunto base. 



	PENSION
	SOBRESUELDOS EN CALCULO DE PENSION

Expediente:15-008765-0007-CO
Sentencia:013555-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Acción de inconstitucionalidad contra la frase final del artículo 5º de la Ley No. 7302, “Creación del Régimen General de Pensiones con cargo al presupuesto nacional, de otros regímenes especiales y reforma a la ley No. 7092 del 21 de abril de 1988 y sus reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta", y el artículo 15 del Reglamento a esa Ley -Decreto Ejecutivo No. 33080-MTSS-H.  La sentencia 013555-16 de las 11:32 horas del 21 de setiembre, cuestiona la omisión de considerar, como parte de la pensión de una persona, el plus denominado "responsabilidad en el ejercicio de la función electoral " -REFE-, establecido por el Tribunal Supremo de Elecciones en los Decretos No. 3-2001, No. 13-2001 y No. 3-2009. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, debe entenderse la frase final del artículo 5 de la Ley N° 7302 denominada "Creación del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, de otros regímenes especiales y reforma a la Ley N° 7092 del 21 de abril de 1988 y sus reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta", y el artículo 15 del Reglamento a esa Ley (Decreto Ejecutivo N° 33080-MTSS-H), en el sentido de que, en ambas normas, deben tenerse incluidos todos los rubros salariales devengados, sin exclusión alguna, para el cálculo de la jubilación y, específicamente, el denominado "responsabilidad en el ejercicio de la función electoral". Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Castillo Víquez, Hernández López y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. La Magistrada Hernández López pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.



	PODER EJECUTIVO
	REGULACIÓN DEL USO DE ARMAS EN ALGUNOS SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADA

Expediente:16-012210-0007-CO
Sentencia:013220-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el Acuerdo No. 2016-132-MSP, emitido por el Ministerio de Seguridad Pública del 24 de junio del 2016. Publicado en La Gaceta del 02/09/2016. La sentencia 013220-16 de las 10:30 horas del 14 de setiembre, cuestiona el acuerdo que prohíbe el uso de armas en algunos servicios de seguridad privada, permitiéndolo exclusivamente y de manera discrecional, cuando se trate de custodia de valores, custodia y transporte de mercaderías y protección de personas (guardaespaldas). Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Salazar Alvarado ordena darle curso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	PODER JUDICIAL
	ACTOS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA (GAS ZETA)

Expediente:16-008712-0007-CO
Sentencia:013186-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Acción de inconstitucionalidad contra de los incisos 1) y) 2 del artículo 29 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, reformado por el artículo 1o. de la Ley de Reorganización Judicial No. 7728 de 15 de diciembre de 1997 y circulares de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. En la sentencia 013186-16 de las 9:05 horas del 14 de setiembre, el gestionante, solicita adición y aclaración del Considerando IV de la sentencia No. 2016-10244 de las 9:05 hrs del 20 de julio de 2016. Este considerando forma parte del contenido de la sentencia No. 13-010773 en la cual este Tribunal analizó profusamente el artículo 29 de la Ley Orgánica del Poder Judicial impugnado y constituye el fundamento sobre el cual se resolvió la acción interpuesta. No obstante, la solicitud de adición y aclaración no procede. Debe recordar el actor que la adición y aclaración cabe cuando alguno de los puntos debatidos, contenidos en el memorial de interposición de la acción, no fue resuelto en sentencia o se hizo de manera ambigua o confusa. En este caso, la solicitud de adición del accionante se refiere a aspectos que no fueron planteados en el escrito de interposición de la acción. Más que una adición, la pretensión se dirige a que este Tribunal revise la forma en que la norma está siendo aplicada y, a la luz de esto, haga una interpretación de su contenido. En relación con la segunda cuestión sobre la que se solicita adición relacionada con el contenido del artículo 32 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es importante recordar al accionante que esa norma no fue impugnada en esta acción. En razón de esto, no cabe hacer ningún tipo de aclaración o adición en cuanto al ámbito de aplicación de esa disposición en relación con los artículos 157 y 164 de la Constitución Política y el 29 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. En virtud de lo expuesto, la gestión debe ser rechazada. No ha lugar a la gestión formulada. 



	PODER JUDICIAL
	CENTRO JUDICIAL DE INTERCEPTACIÓN DE COMUNICACIONES

Expediente:16-009196-0007-CO
Sentencia:013506-16                                                                                                                               Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento de Actuaciones para el Centro Judicial de Interceptación de Comunicaciones, dictado por Corte Plena en la sesión No. 44-12 de 17 de diciembre de 2012, artículo XXIII y la modificación a la cláusula “sede”, que aprobó en la sesión No. 37-13 de 02 de septiembre de 2013. La sentencia 013506-16 de las 9:10 horas del 21 de setiembre, cuestiona que Corte Plena, por medio de un reglamento autónomo, sin contar con una ley previa que la autorizara, regula y crea competencias en relación con la intervención de las comunicaciones. De esa forma, creó el Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC) y los jueces contralores de la interceptación de las comunicaciones, despojando al juez de garantías, de la facultad de imponerse o escuchar las llamadas interceptadas, seleccionarlas y transcribirlas, trasladando sus atribuciones -vía reglamentaria-  a jueces que carecen de ubicación dentro de la organización establecida en el Código Procesal Penal (juez de garantías y juez de etapa intermedia), con el agravante que, de esa forma y  sin atribuciones para dictar un reglamento de esa naturaleza, la Corte Plena vulneró el artículo 24 de la Constitución Política, según el cual, las limitaciones al derecho fundamental al secreto de las comunicaciones, es materia de reserva de ley, por lo que  se requiere  de una ley formal y con votación de dos tercios de los Diputados.  Se rechaza de plano la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE



	PODER JUDICIAL
	RESOLUCIONES JUDICIALES

Expediente:16-011476-0007-CO
Sentencia:013191-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra resoluciones judiciales del Juzgado Contencioso y Civil de Hacienda del II Circuito Judicial y del Tribunal de San José y del Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo, Sección Primera, anexo A del Segundo Circuito Judicial de San José, con sede en Goicoechea. La sentencia 013191-16 de las 9:05 horas del 14 de setiembre, en se cuestiona que removieron al accionante como perito. A este caso, se le deniega el trámite, por cuanto la parte recurrente no cumplió la prevención que le realizó la Sala, de conformidad con el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 



	PROTOCOLO
	PROTOCOLO PARA LA ELIMINACIÓN DEL COMERCIO ILÍCITO DE PRODUCTOS DE TABACO

Expediente:16-010622-0007-CO
Sentencia:012770-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Aprobación del Protocolo para la Eliminación del Comercio Ilícito de Productos de Tabaco. Expediente Legislativo No. 19.488. En la sentencia 012770-16 de las 15:45 del 06 de setiembre, se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley "Aprobación del Protocolo para la Eliminación del Comercio Ilícito de Productos de Tabaco", expediente legislativo No. 19.448; en cuanto al fondo, no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. El magistrado Castillo Víquez y la magistrada Hernández López ponen nota. Los magistrados Cruz Castro y Rueda Leal salvan parcialmente el voto, y declaran la existencia de un vicio en el procedimiento legislativo en el expediente legislativo No. 19.448 por la omisión de consultar a todas las municipalidades, según lo dispuesto en los artículos 170 y 190 de la Constitución Política.



	SERVICIOS PUBLICOS
	METODOLOGÍA PARA FIJACIÓN DE TARIFAS DE BUSES

Expediente:16-011292-0007-CO
Sentencia:013509-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 4.13.2 inciso b), 4.4.2 inciso c) y 4.6.1 inciso b) de la “Metodología para fijación ordinaria de tarifas para el servicio remunerado de personas, modalidad autobús”, aprobada mediante resolución número RJD-035-2016 por la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. La sentencia 013509-16 de las 9:30 horas del 21 de setiembre, cuestiona las normas, en tanto se consideran violatorias de principios constitucionales y al derecho a un lucro razonable en el ejercicio de la actividad comercial y el derecho del empresario de no cesar en el giro de su actividad por razones ajenas al mercado. Se rechaza de plano la acción, por tratarse de un conflicto de mera legalidad. 



	TRABAJO
	ACCESO A LA COMISIÓN DE RELACIONES LABORALES EN CASOS DE HOSTIGAMIENTO SEXUAL EN EL PODER JUDICIAL

Expediente:16-011302-0007-CO
Sentencia:013190-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 26 del Reglamento para Prevenir, Investigar y Sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial, reformado por Corte Plena en sesión No. 31-13 del 15 de junio del 2013, artículo XXVII, publicado en el Boletín Judicial No. 209-2013 del 30 de octubre del 2013. La sentencia 013190-16 de las 9:05 horas del 14 de setiembre, cuestiona que la norma señala, que, la Comisión de Relaciones Laborales, no tendrá participación en los asuntos regulados por este reglamento. La acción se rechaza de plano, por un requisito formal, la falta de agotamiento de la vía administrativa. 



	TRABAJO
	INFORMALIDADES DE LAS DENUNCIAS EN CASOS DE HOSTIGAMIENTO SEXUAL

Expediente:16-011731-0007-CO
Sentencia:012792-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 19 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Trabajo y la Docencia y los artículos 180 inciso 3), ambos de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense del Seguro Social. La sentencia 012792-16 de las 10:50 horas del 07 de setiembre, se cuestiona la informalidad de la denuncia, en la normativa cuestionada. La acción se rechaza de plano porque el asunto aún se encuentra en trámite en su fase inicial y no se ha dictado un acto final que pueda ser impugnado a través de los recursos ordinarios, a fin de agotar la vía administrativa. De lo que se deriva que la presenta acción se formuló de manera prematura.
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ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL SEPTIEMBRE 2016

Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de SEPTIEMBRE. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	

	
	

	Por Tipo de Asunto
	

	
	

	Consultas Judiciales
	2

	Consulta Legislativa
	4

	Acciones de Inconstitucionalidad
	17

	Hábeas Corpus
	111

	Recursos de Amparo
	1648

	Total
	1782


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	

	
	

	Por Termino
	

	
	

	Con Lugar
	545

	Con Lugar Parcial
	82

	Sin Lugar
	386

	Rechazo de Plano
	565

	Rechazo por el Fondo
	64

	Total 
	1642


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	AMBIENTE 
	23

	AMPARO CONTRA NORMA 
	5

	ASOCIACION
	96

	BANCARIO 
	7

	COLEGIOS PROFESIONALES
	3

	COMERCIO
	4

	CONTRATOS Y LICITACIONES
	5

	EDUCACION
	63

	ELECTORAL
	7

	FAMILIA
	7

	FINANCIERO
	1

	INFORMACION 
	26

	INTIMIDAD 
	10

	LIBERTAD DE EXPRESION Y PRENSA
	1

	LIBERTAD DE TRANSITO
	3

	MIGRACION
	5

	MINORIAS 
	18

	MUNICIPALIDAD 
	48

	NOTARIADO
	2

	PENAL
	57

	PENITENCIARIO
	83

	PENSION 
	67

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	25

	PETICION 
	121

	PODER EJECUTIVO
	18

	PODER JUDICIAL
	29

	PRONTA RESOLUCION 
	94

	PROPIEDAD
	37

	SALUD 
	450

	SEGURIDAD SOCIAL
	21

	SEGUROS
	7

	SERVICIOS PUBLICOS 
	39

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	18

	TRABAJO 
	205

	TRANSITO
	12

	TRIBUTARIO 
	4


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 399

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Actualización del Proyecto Constitución




ARTÍCULO 11 
 
“El principio constitucional de legalidad, establecido en el numeral 11 de la Constitución Política, es una piedra angular del régimen jurídico público y del Estado de Derecho. La norma implica el sometimiento de la Administración Pública al mandato de la ley, representando así una garantía para el administrado, al generar previsibilidad en el actuar administrativo y brindar con ello seguridad jurídica. Sin embargo, las derivaciones del principio no acaban ahí. En lo que interesa a este proceso, resalta que los funcionarios públicos: deberán acatar con la ley y la Constitución, rendirán cuentas y serán responsables por el cumplimiento o incumplimiento de sus deberes. Cada uno de estos postulados se relaciona a su vez con otros principios vinculados al ejercicio de la función pública, como se verá a continuación.” Sentencia 7123-16
 
ARTÍCULO 30 
 
“El ordinal 30 de la Constitución Política garantiza el libre acceso a los “departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público”, derecho fundamental que en la doctrina se ha denominado derecho de acceso a los archivos y registros administrativos, sin embargo, la denominación más acertada es la de derecho de acceso a la información administrativa, puesto que, el acceso a los soportes materiales o virtuales de las administraciones públicas es el instrumento o mecanismo para alcanzar el fin propuesto que consiste en que los administrados se impongan de la información que detentan aquéllas(…)” Sentencia 5108-16
 
ARTÍCULO 42 
 
“...en su acepción general, este principio constituye una prohibición a la doble persecución judicial por un mismo hecho a una misma persona, es tutelado en el artículo 42 de la Constitución Política, y reiteradamente se ha aceptado que es también de aplicación en sede administrativa, lo que implica la imposibilidad de sancionar doblemente, aún en sede disciplinaria, una misma infracción o hecho cometido por la misma persona. Necesario es resaltar que para que resulte operativa la prohibición que representa el principio non bis in ídem es imprescindible una ‘coincidencia fáctica’ (...)”. Sentencia 4152-07, 5112-16
 
ARTÍCULO 50
 
“El artículo 50, constitucional, establece como fin fundamental y valor esencial del Estado costarricense procurar "el mayor bienestar a todos los habitantes del país". De tal manera que, el "ambiente sano y ecológicamente equilibrado" forma parte del contenido del mayor bienestar de todos los habitantes, causa, fin y también condición y límite del ejercicio de las potestades y competencias públicas, no solo del Estado, sino también de las Municipalidades. Al igual que el derecho de propiedad, el objeto sobre el que recae el derecho al ambiente es externo a la integridad de la persona humana (a diferencia por ejemplo del derecho a la vida), pero también a diferencia con el objeto del derecho de propiedad, la persona forma parte del ambiente, lo integra, de allí que su protección, supone la conservación del contexto esencial para la vida humana, una conducta con efectos negativos sobre él, supone un peligro para la propia existencia humana y una reducción o pérdida del "mayor bienestar" de todos. La vida depende del ambiente, por tanto, debe velar para que esas condiciones que garantizan la vida se mantengan en el tiempo.” Sentencia 4621-16
 
“Esta Sala en oportunidades anteriores (véase los votos 2013-010540 y 2004-010484) se ha referido a la obligación del Estado de tutelar en forma adecuada sus inmensos espacios de mar territorial, de zona económica exclusiva, así como sus aguas internas. Se ha indicado que, por un lado, tiene un deber ineludible de velar por la preservación del medio ambiente, y ello por supuesto incluye la adopción de aquellas medidas necesarias para evitar daños en los ecosistemas marítimos y acuáticos en general, proteger las especies de seres vivos que habiten dichos medios, prevenir la contaminación de los mares y aguas internas, así como reaccionar con energía ante las actuaciones que atenten contra la integridad del medio ambiente acuático.” Sentencia 5617-16
CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

ACTUALIZACIÓN SETIEMBRE 2016
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2295-3705, 2295-3900, 2295-3696, 2295-3697, 2295-3698, 2295-3700

Línea Gratuita. 800-SALA 4TA (800-7252482)

Correo electrónico: sala4-informacion@poder-judicial.go.cr
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